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1. Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.  
 

En el BOE núm. 236 del pasado 2 de octubre fue publicada la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público. 
 
La ley regula, por un lado, la legislación básica sobre régimen jurídico administrativo, aplicable 
a todas las Administraciones Públicas; y por otro, el régimen jurídico específico de la 
Administración General del Estado, donde se incluye tanto la llamada Administración 
institucional, como la Administración periférica del Estado. Esta Ley contiene también la 
regulación sistemática de las relaciones internas entre las Administraciones, estableciendo los 
principios generales de actuación y las técnicas de relación entre los distintos sujetos públicos. 
 
La ley consta de 158 artículos, divididos en un título preliminar y tres títulos, veintidós 
disposiciones adicionales, cuatro transitorias, una derogatoria y dieciocho finales.  
 
La norma se aplica al sector público que comprende: 
 

a) La Administración General del Estado. 
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 
c) Las Entidades que integran la Administración Local. 
d) El sector público institucional. 

 
El sector público institucional se integra, entre otras entiaddes, por las de derecho privado 
vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que quedarán sujetas a lo dispuesto 
en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en particular a los 
principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas. 
 
En este sentido, se establece que el sector público institucional estatal está integrado por las 
fundaciones del sector público estatal. 
 
Los artículos 128 a 136 regulan las fundaciones del sector público estatal. Se mantienen las líneas 
fundamentales de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones.  
 
Así pues, conforme con dicha Ley 50/2002 de Fundaciones, se define a dichas fundaciones del 
sector público estatal como aquellas que reúnan alguno de los requisitos siguientes: 
 

a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o 
indirecta, de la Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos 

http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw56150578ae791/LeyREgimenJurIdicoSectorPUblico.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw56150578ae791/LeyREgimenJurIdicoSectorPUblico.pdf
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integrantes del sector público institucional estatal, o bien reciban dicha aportación con 
posterioridad a su constitución. 
 
b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por 
bienes o derechos aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público 
institucional estatal con carácter permanente. 
 
c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del 
sector público institucional estatal. 
 

Asimismo, la norma establece que son actividades propias de las fundaciones del sector público 
estatal las realizadas, sin ánimo de lucro, para el cumplimiento de fines de interés general, con 
independencia de que el servicio se preste de forma gratuita o mediante contraprestación. 
 
Únicamente podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito competencial de las 
entidades del sector público fundadoras, debiendo coadyuvar a la consecución de los fines de 
las mismas, sin que ello suponga la asunción de sus competencias propias, salvo previsión legal 
expresa. Las fundaciones no podrán ejercer potestades públicas. 
 
La ley determina que en la denominación de las fundaciones del sector público estatal deberá 
figurar necesariamente la indicación “fundación del sector público” o su abreviatura “F.S.P.”. 
 
Además, se establece que para la financiación de las actividades y el mantenimiento de la 
fundación, debe haberse previsto la posibilidad de que en el patrimonio de las fundaciones del 
sector público pueda existir aportación del sector privado de forma no mayoritaria. 
 
En cuanto al régimen de adscripción de las fundaciones, la ley establece que los estatutos de 
cada fundación determinarán la Administración Pública a la que estará adscrita. 
 
De acuerdo con los siguientes criterios que la norma enumera, ordenados por prioridad en su 
aplicación, referidos a la situación en el primer día del ejercicio presupuestario, la fundación del 
sector público quedará adscrita, en cada ejercicio presupuestario y por todo este periodo, a la 
Administración Pública que: 
 

a) Disponga de mayoría de patronos. 
b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los 
órganos ejecutivos. 
c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del personal 
directivo. 
d) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del 
patronato. 
e) Financie en más de un cincuenta por ciento, en su defecto, en mayor medida la 
actividad desarrollada por la fundación, teniendo en cuenta tanto la aportación del 
fondo patrimonial como la financiación concedida cada año. 
f) Ostente el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial. 



 

P
ág

in
a4

 

 
Se establece que en el supuesto de que participen en la fundación entidades privadas sin ánimo 
de lucro, la fundación del sector público estará adscrita a la Administración que resulte de 
acuerdo con los criterios establecidos en el apartado anterior. 
 
En cuanto al cambio de adscripción a una Administración Pública, cualquiera que fuere su causa, 
conllevará la modificación de los estatutos que deberá realizarse en un plazo no superior a tres 
meses, contados desde el inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquél en se produjo el 
cambio de adscripción. 
 
Por lo que se refiere a su régimen jurídico, las fundaciones del sector público estatal se rigen por 
lo previsto en esta Ley, por la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, la legislación 
autonómica que resulte aplicable en materia de fundaciones, y por el ordenamiento jurídico 
privado, salvo en las materias en que le sea de aplicación la normativa presupuestaria, contable, 
de control económico-financiero y de contratación del sector público. 
 
En cuanto a su régimen de contratación, la contratación de las fundaciones del sector público 
estatal se ajustará a lo dispuesto en la legislación sobre contratación del sector público. 
 
En cuanto a su régimen presupuestario, de contabilidad, de control económico-financiero y de 
personal, dichas fundaciones elaborarán anualmente un presupuesto de explotación y capital, 
que se integrarán con el Presupuesto General del Estado y formularán y presentarán sus cuentas 
de acuerdo con los principios y normas de contabilidad recogidos en la adaptación del Plan 
General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y disposiciones que lo desarrollan, 
así como la normativa vigente sobre fundaciones. 
 
Se establece además que las fundaciones del sector público estatal aplicarán el régimen 
presupuestario, económico financiero, de contabilidad, y de control establecido por la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, y sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de 
Cuentas, estarán sometidas al control de la Intervención General de la Administración del 
Estado. 
 
Por lo que se refiere a su personal, incluido el que tenga condición de directivo, se regirá por el 
Derecho laboral, así como por las normas que le sean de aplicación en función de su adscripción 
al sector público estatal, incluyendo entre las mismas la normativa presupuestaria así como lo 
que se establezca en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. 
 
La ley contempla también la creación de fundaciones del sector público estatal y establece que 
la misma o la adquisición de este carácter de forma sobrevenida se realizará por ley que 
establecerá los fines de la fundación y, en su caso, los recursos económicos con los que se le 
dota. 
 
En este sentido, se regula que el anteproyecto de ley de creación de una fundación del sector 
público estatal que se eleve al Consejo de Ministros deberá ser acompañado de una propuesta 
de estatutos y del plan de actuación, de conformidad con lo previsto en el artículo 92, junto con 
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el informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas o la 
Intervención General de la Administración del Estado, según se determine reglamentariamente. 
 
Los estatutos de las fundaciones del sector público estatal se aprobarán por Real Decreto de 
Consejo de Ministros, a propuesta conjunta del titular del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas y del Ministerio que ejerza el protectorado, que estará determinado 
en sus Estatutos. No obstante, por Acuerdo del Consejo de Ministros podrá modificarse el 
Ministerio al que se adscriba inicialmente la fundación. 
 
En cuanto al Protectorado de dichas fundaciones, será ejercido por el órgano de la 
Administración de adscripción que tenga atribuida tal competencia, que velará por el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa sobre fundaciones, sin perjuicio 
del control de eficacia y la supervisión continua al que están sometidas de acuerdo con lo 
previsto en la Ley. 
 
Respecto a su estructura organizativa, la mayoría de miembros del Patronato serán designados 
por los sujetos del sector público estatal. 
 
Asismimso, la norma establece que la responsabilidad que le corresponda al empleado público 
como miembro del Patronato será directamente asumida por la entidad o la Administración 
General del Estado que lo designó. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio 
al empleado público que designó a esos efectos la responsabilidad en que hubiera incurrido por 
los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o 
culpa o negligencia graves, conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de 
responsabilidad patrimonial. 
 
En cuanto a la fusión, disolución, liquidación y extinción de dichas entidades, a las fundaciones 
del sector público estatal les resultará de aplicación el régimen previsto en los artículos 94, 96 y 
97. 
 
La disposición transitoria segunda establece que las entidades integrantes del sector público 
estatal en el momento de la entrada en vigor de esta Ley continuarán rigiéndose por su 
normativa específica, incluida la normativa presupuestaria que les resultaba de aplicación, hasta 
su adaptación a lo dispuesto en la Ley de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional 
cuarta. No obstante, en tanto no resulte contrario a su normativa específica las fundaciones del 
sector público estatal existentes en el momento de la entrada en vigor de esta Ley aplicarán 
desde ese momento lo previsto en el Capítulo VII del Título II (artículos 128 a 136 anteriormente 
resumidos). 
 
La norma deroga determinados preceptos de otras leyes, entre los que se encuentran la 
derogación de los artículos 44, 45 y 46 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, 
que regulan las fundaciones del sector público estatal.  
 
La disposición final cuarta modifica la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones y 
concretamente el apartado 2 del artículo 34 que queda redactado en los siguientes términos: 
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“2. Las funciones de Protectorado respecto de las fundaciones de competencia estatal 
serán ejercidas por la Administración General del Estado a través de un único órgano 
administrativo, en la forma que reglamentariamente se determine”. 

 
Asimismo, se modifica el  apartado 1 de la disposición adicional decimosexta de Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, con el siguiente contenido: 
 

“1. Las fundaciones del sector público únicamente podrán conceder subvenciones 
cuando así se autorice a la correspondiente fundación de forma expresa mediante 
acuerdo del Ministerio de adscripción u órgano equivalente de la Administración a la 
que la fundación esté adscrita y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.2. 
 
La aprobación de las bases reguladoras, la autorización previa de la concesión, las 
funciones derivadas de la exigencia del reintegro y de la imposición de sanciones, así 
como las funciones de control y demás que comporten el ejercicio de potestades 
administrativas, serán ejercidas por los órganos de la Administración que financien en 
mayor proporción la subvención correspondiente; en caso de que no sea posible 
identificar tal Administración, las funciones serán ejercidas por los órganos de la 
Administración que ejerza el Protectorado de la fundación”. 
 

La ley entrará en vigor el 2 de octubre de 2016.  
 

2. Fundaciones bancarias: fondo de reserva.  
 
En el BOE núm. 236 del pasado 3 de octubre de 2015 fue publicado el Real Decreto 877/2015, 
de 2 de octubre, de desarrollo de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y 
fundaciones bancarias, por el que se regula el fondo de reserva que deben constituir 
determinadas fundaciones bancarias; se modifica el Real Decreto 1517/2011, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla el texto refundido de la Ley de Auditoría de 
Cuentas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio; y se modifica el Real 
Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 
35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva. 
 
Este real decreto tiene como objeto desarrollar el artículo 44.3.b) de la Ley 26/2013, de 27 de 
diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones bancarias, en relación con el fondo de reserva que 
deben constituir las fundaciones bancarias previstas en el artículo 44.3 de dicha ley. 
 
Este real decreto será de aplicación a todas las fundaciones bancarias que posean una 
participación, directa o indirecta, igual o superior al 50 por ciento en una entidad de crédito o 
que les permita el control de la misma en los términos previstos en el artículo 42 del Código de 
Comercio, y que no hayan manifestado su intención de acogerse a lo dispuesto en el artículo 
44.3.b), último párrafo, de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre. 
 

http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw561505a51960a/RDFondodereservafundacionesbancarias.pdf
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En este sentido, se establece que dichas fundaciones bancarias deberán constituir un fondo de 
reserva en los términos previstos en el artículo 44.3 de la Ley 26/2013, de 27 de diciembre. 
 
El Banco de España desarrollará los supuestos y el modo en el que la fundación bancaria deberá 
hacer uso del fondo de reserva para atender las necesidades de solvencia de la entidad 
participada. En todo caso, deberá hacerse uso del fondo de reserva siempre que se haya 
producido una disminución significativa de los recursos propios de la entidad participada, que, 
a juicio del Banco de España, pudiera poner en peligro el cumplimiento con la normativa de 
solvencia de la entidad. 
 
Determinación del fondo de reserva 
 
Según la norma, el fondo de reserva deberá alcanzar un importe mínimo objetivo que será el 
que resulte de aplicar un porcentaje sobre el total de los activos ponderados por riesgo del grupo 
o subgrupo consolidable cuya sociedad matriz sea la entidad de crédito participada. Los activos 
ponderados por riesgo se calcularán conforme a lo establecido en el Reglamento (UE) n.o 
575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los requisitos 
prudenciales de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.o 648/2012. 
 
El porcentaje indicado en el apartado anterior será el que resulte de aplicar la tabla y los criterios 
que establece la norma en su artículo 4.  
 
Forma de constitución del fondo de reserva 
 
El fondo de reserva podrá constituirse dentro de la propia fundación bancaria o a través de una 
entidad tenedora. Solo será posible hacer uso de una entidad tenedora cuando se cumplan los 
siguientes requisitos: 
 

a) Que la fundación bancaria ostente directamente el 100 por cien del capital de la 
entidad tenedora. En el caso de que varias fundaciones bancarias participen en el capital 
de una entidad de crédito y constituyan una única entidad tenedora, el 100 por cien de 
la participación directa en la misma deberá distribuirse entre las fundaciones bancarias 
en proporción a la participación de cada una de ellas en la entidad de crédito. 
 
b) Que la entidad tenedora sea titular de activos de suficiente liquidez y calidad 
crediticia, de los que pueda disponer libremente, de forma inmediata y sin limitación 
alguna derivada, entre otros supuestos, de la necesidad de obtener el consentimiento 
de terceros, todo ello con objeto de hacer efectiva la finalidad del fondo de reserva. 
 
c) Que la entidad tenedora no forme parte del perímetro de consolidación prudencial 
de la entidad de crédito participada, directa o indirectamente, por la fundación bancaria. 
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Según la norma, los activos en que se materialice el fondo de reserva solo podrán ser aportados 
a la entidad de crédito participada para atender sus necesidades de solvencia en tal forma que 
no le generen necesidades adicionales de recursos propios. 
 
Aquellos activos que, por aplicación del párrafo anterior, deban ser vendidos o permutados de 
manera previa a su transferencia a la entidad de crédito participada, se contabilizarán en el 
fondo de reserva con una reducción de valor que podrá alcanzar hasta el 33 por ciento, a 
determinar por el Banco de España en función de la liquidez de dichos activos y la pérdida de 
valor estimada que se pudiera producir en el momento de su venta o permuta. 
 
Corresponde al Banco de España supervisar el cumplimiento de los requisitos previstos en este 
artículo, con el fin de asegurar que el fondo de reserva puede cumplir de manera efectiva la 
finalidad prevista en el artículo 44.3.b), apartado primero, de la Ley 26/2013, de 27 de 
diciembre. 
 
Plazo de constitución del fondo de reserva 
 
El Real Decreto establece que el volumen objetivo del fondo de reserva deberá alcanzarse en el 
plazo máximo de 5 años desde la entrada en vigor de la circular del Banco de España que 
desarrolle el real decreto o desde la fecha en que la fundación bancaria adquiera el control o 
una participación superior al 50 por ciento en la entidad de crédito participada, si alguno de 
estos hechos tuviera lugar con posterioridad. 
 
Además, se determina que si como consecuencia de la evolución de la situación económico-
financiera de la entidad de crédito participada o del desenvolvimiento de las condiciones de los 
mercados, se advirtiera que no puede alcanzarse el volumen objetivo del fondo de reserva en el 
plazo máximo de cinco años al que se refiere el apartado anterior, la fundación bancaria podrá 
solicitar al Banco de España una ampliación de dicho plazo hasta dos años más. 
 
El calendario de dotaciones al fondo de reserva deberá detallarse en el plan financiero que la 
fundación bancaria haya de presentar al Banco de España. Las dotaciones periódicas previstas 
en el citado calendario deberán ser lineales en el tiempo, sin perjuicio de las eventuales 
modificaciones del calendario justificadas en virtud de la variación de las necesidades de 
recursos propios previstas en el plan financiero o de otras circunstancias relevantes. 
 
Asimismo, el Real Decreto establece que las fundaciones bancarias previstas en este real decreto 
deberán presentar su plan financiero, o actualizar el ya presentado o aprobado, en el plazo de 
tres meses desde la entrada en vigor de la circular del Banco de España que desarrolle dicho real 
decreto. 
 
El Real Decreto entró en vigor el 4 de octubre de 2015.  
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3. Ley del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

 

En el BOE núm. 236 del pasado  2 de octubre fue publicada la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.  
 
Esta ley deroga, entre otras disposiciones, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 
La Ley se estructura en 133 artículos, distribuidos en siete títulos, cinco disposiciones 
adicionales, cinco disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones 
finales. 
 
La ley tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el 
procedimiento administrativo común a todas las Administraciones Públicas, incluyendo el 
sancionador y el de reclamación de responsabilidad de las Administraciones Públicas, así como 
los principios a los que se ha de ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad 
reglamentaria. 
 
La norma entrará en vigor el 2 de octubre de 2016. 

 

 

RECORDATORIO DE LAS PRINCIPALES OBLIGACIONES DE LAS 
FUNDACIONES CON PLAZO DE VENCIMIENTO PRÓXIMO 

 
 

OCTUBRE. 
 

Hasta el día 20 
 

- IRPF e IS: Retenciones e ingresos a cuenta de rendimientos del trabajo, 
actividades económicas, premios y determinadas ganancias patrimoniales e 
imputaciones de renta, ganancias derivadas de acciones y participaciones de las 
instituciones de inversión colectiva, rentas de arrendamiento de inmuebles 
urbanos, capital mobiliario, personas autorizadas y saldos en cuentas (tercer 
trimestre 2015).  

        
Pagos fraccionados Sociedades. 

http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw56150552d2ca2/LeyProcedimientoAdministrativoComUnAAPP.pdf
http://www.fundaciones.org/EPORTAL_DOCS/GENERAL/AEF/DOC-cw56150552d2ca2/LeyProcedimientoAdministrativoComUnAAPP.pdf
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- IVA: Tercer trimestre 2015 y Septiembre 2015 (entidades inscritas en el registro 

de devolución mensual). Modelo 303. 
 
Hasta el día 30 (sólo fundaciones del sector público estatal, autonómico y local) 
 

- SUMINISTRO DE INFORMACIÓN A LA BASE DE DATOS NACIONAL DE 
SUBVENCIONES JULIO-SEPTIEMBRE 2015. Las fundaciones del sector público 
estatal deberán, en su caso, suministrar información en relación con las entregas 
dinerarias sin contraprestación que realicen o indicar que no existe información 
a suministrar, a través del sistema TESEOnet. La información relativa a cada 
trimestre natural, junto con cualquier otra no facilitada anteriormente, deberá 
haber sido suministrada a la Base de Datos Nacional de Subvenciones antes de 
finalizar el plazo de treinta días naturales siguientes a la finalización de cada 
trimestre. No obstante, el sistema de información TESEOnet permitirá que la 
información pueda ser presentada de forma continua, sin necesidad de esperar 
a la finalización del plazo. 

 

 
 

 

El presente documento contiene información de carácter general, sin que constituya opinión profesional 

ni asesoramiento jurídico. 


